Tema 3: El Sexenio Democrático (1868-1874). 

Esta etapa se denomina Sexenio democrático porque constituyó el primer intento de establecer en España una democracia basada en el sufragio universal masculino. Se abordaron novedosas fórmulas: la democracia, la república y el federalismo, para integrar a las masas populares en el nuevo Estado nacional.

3.1 LA REVOLUCIÓN DE 1868 Y LA CONSTITUCIÓN DE 1969
Tras el fracaso de la sublevación del cuartel de San Gil, en 1866, el general Prim comprendió que había que aunar las máximas fuerzas militares y civiles posibles para llevar a cabo un cambio profundo. El Pacto de Ostende (Bélgica) en 1866, significó una alianza de los progresistas con el partido demócrata e incluso con parte de los unionistas para acabar con el reinado de Isabel II. A todo ello contribuyó la crisis económica general que se manifestó a partir de 1866. Fue una crisis de subsistencias que trajo escasez de cereales, alza de precios, hambre, enfermedades y una grave crisis financiera. 

El origen del Sexenio democrático es la Revolución de septiembre de 1868, conocida por sus partidarios como la Gloriosa. Se inició con un pronunciamiento militar en Cádiz dirigido por los generales Prim y Serrano, líderes respectivos de progresistas y unionistas. A ellos se unió el almirante Topete, también unionista, al mando de la Armada. El manifiesto de los sublevados se titulaba España con honra y proponía un gobierno provisional y el sufragio universal, al tiempo que criticaba a la reina. La insurrección se propagó por numerosas ciudades y obtuvo el apoyo popular, generalmente organizado por los demócratas, que organizaron juntas revolucionarias. Las tropas leales a la reina fueron derrotadas en Alcolea (Córdoba) por las de Serrano. Isabel II, que estaba veraneando en Lekeitio (Vizcaya), optó por partir hacia Francia.

GOBIERNO PROVISIONAL Y REGENCIA


Tras el triunfo de la insurrección se formó un gobierno provisional que debía preparar la elección de unas Cortes Constituyentes. Estaba presidido por Serrano y compuesto por progresistas (Prim, Sagasta, Ruiz Zorrilla) y unionistas (Topete). Del Gobierno provisional estaban excluidos los demócratas, los cuales tenían una gran influencia en las populares juntas revolucionarias de las ciudades, desde las que se reclamaba la implantación de derechos democráticos (sufragio universal, libertad de imprenta, de culto y de asociación) y la supresión de los consumos y de las impopulares quintas. Juntas fueron disueltas, pero a cambio, se procedió a cumplir la mayor parte del programa demócrata con la excepción del asunto de las quintas.

El gobierno provisional convocó elecciones a Cortes Constituyentes en enero de 1869, las primeras que se celebraban en España mediante sufragio universal masculino. Las fuerzas políticas que las ocuparon eran: Los carlistas, tradicionalistas,  que aceptaron el juego parlamentario de forma temporal hasta que reavivaron la guerra al no poder colocar a su pretendiente al trono; los alfonsinos, liderados por Antonio Cánovas del Castillo, reivindicaban la restauración monárquica, encarnada en Alfonso, el hijo de Isabel Il; los partidos que apoyaban al Gobierno, unionistas, progresistas y demócratas, defendían una monarquía parlamentaria y democrática, venciendo en las elecciones, aunque tras aprobar la Constitución de 1869, acabaron disgregándose; el Partido Republicano Federal, además del cambio de régimen, incluía medidas como la abolición de las quintas, la supresión de la esclavitud en las colonias y una legislación social que protegiera a los trabajadores. 

La tarea fundamental de las Cortes fue elaborar la Constitución de 1869, de carácter liberal y democrático. Su contenido proclamaba la soberanía nacional, establecía una nítida división de poderes e incluía una declaración de derechos individuales, naturales e inalienables, entre ellos se encontraban algunos que no figuraban en las constituciones anteriores, como el derecho de reunión y asociación o la inviolabilidad del domicilio y la correspondencia.

Una vez aprobada la Constitución de 1869 fue nombrado regente el general Serrano; esta era una solución transitoria hasta que se encontrara un nuevo monarca. El nuevo régimen tuvo que afrontar una serie de graves problemas, entre los que destacaron: 

· Insurrecciones obreras y republicanas. En el último tercio del siglo XIX, muchos trabajadores identificaban el término república con cambios profundos: distribución de bienes (reparto de tierras en el caso del campo andaluz) y justicia social. Así, no tardaron en estallar sublevaciones en Andalucía y Cataluña. A estos conflictos se añadieron los motines de subsistencia, los promovidos contra las quintas y las huelgas industriales organizadas, primeros pasos de un movimiento obrero que, influido por el anarquismo, comenzaba a alejarse de los partidos políticos dirigidos por la burguesía y a crear la Federación Regional Española, dentro de la Primera Internacional.

· Las dificultades de la Hacienda estatal. Laureano Figuerola, ministro de Hacienda durante la mayor parte del período, estableció la peseta como única moneda nacional (1868); rebajó los aranceles aduaneros en contra de los intereses proteccionistas; e inició, con la promulgación de la Ley de Minas (1868), la llamada "desamortización del subsuelo», es decir, la venta de las minas, hasta entonces un monopolio de la corona, a empresas privadas (generalmente extranjeras) para que las explotasen. 

· La Guerra de Cuba. Con el Grito de Yara (1868), comienza la primera fase de la guerra de la independencia cubana que, aunque acabará en 1878, plantará la semilla de la independencia definitiva.

· La búsqueda de un rey. Para ocupar la corona española se pensó en distintos candidatos. Finalmente, el elegido fue Amadeo, de Saboya, hijo del rey de la recién unificada Italia. Las presiones de Prim para que este candidato fuera elegido resultaron decisivas. El nuevo rey, Amadeo I desembarcó en España el 30 de diciembre de 1870; pocos días antes, su principal valedor, Prim, era asesinado. 

3.2 EL Reinado de Amadeo  DE SABOYA (1871-1873)

El reinado de Amadeo I duró dos años, desde enero de 1871, a febrero de 1873, fecha en la que abdicó. Este monarca fue considerado un intruso por los partidarios de los Borbones, tanto carlistas como isabelinos; también tuvo el rechazo de los republicanos. Se encontró, pues, con pocos apoyos políticos y sociales. A su llegada a España tuvo que hacer frente, entre otros problemas, a la Guerra de Cuba y a la Tercera Guerra Carlista, que comenzó en 1872.

Además, su principal valedor, Prim, es asesinado, y la coalición gubernamental comenzó a disgregarse, provocando una gran inestabilidad política: en apenas dos años se convocaron en tres ocasiones elecciones generales a Cortes y se sucedieron seis gobiernos.

El fracaso de su reinado se debió a no contar con apoyos: la nobleza, siempre fiel a la derrocada Isabel II y aleccionada por el clero más conservador, consideró a don Amadeo I -por ser Saboya- enemigo del Papado y responsable de la reducción territorial del Vaticano; de modo que optó por hacerle el vacío y simpatizar con el nuevo partido alfonsino de Cánovas, quien, por otro lado, estaba procurando ganarse el apoyo de la alta burguesía, preocupada por la inestabilidad política, negativa para la marcha de sus negocios.

Mantener la monarquía sin el apoyo de fieles monárquicos era cuestión difícil, máxime cuando había oposiciones declaradas: los carlistas, iniciando levantamientos en favor del pretendiente don Carlos; los republicanos, y el ascendente movimiento obrero, que, sustentado en los principios del anarquismo e integrado en la Asociación Internacional de Trabajadores (AIT), estaba dispuesto a acabar con la propiedad privada y el Estado.

Amadeo entregó su acta de abdicación el 11 de febrero de 1873. Inmediatamente, el Congreso y el Senado, constituidos en una sola Asamblea Nacional, dispusieron, de forma ordenada y pacífica, la proclamación de la república. Ésta había al fin llegado porque la monarquía se había quedado sin posibilidades de actuación.

3.3 La Primera República (1873-1874)


La república no supuso una ruptura con el periodo anterior, sobrevino con un escaso apoyo, tanto popular como parlamentario, ya que la mayoría de las cortes era claramente monárquica. Pero tanto el proceso de búsqueda de rey, que no se deseaba repetir, como la llegada de la III República a Francia, jugaron a favor de su establecimiento.


Se procedió a formar un Gobierno, presidido por el republicano Estanislao Figueras. En mayo se celebraron elecciones a Cortes Constituyentes, y el partido gobernante obtuvo la mayoría (un 90 % de los votos), aunque la abstención fue elevada (más del 60 % del electorado).


En junio de 1873 se reunieron las nuevas Cortes constituyentes que proclamaron la República federal. El nuevo Gobierno, presidido por Pi y Margall, inició el proceso de elaboración de una Constitución, que se plasmó en un proyecto constitucional (1873). En él, el país quedaba dividido en diecisiete estados federados. Además, se intentó poner en marcha una política social de reparto de tierras, que no se llevó a cabo. A este proyecto se opusieron sobre todo los republicanos intransigentes  que promovieron un movimiento federalista espontáneo construido desde abajo a partir del verano de 1873, combinado con algunas medidas de carácter social. Abandonaron las Cortes, regresaron a sus ciudades y comenzaron a proclamar la independencia de las mismas, cobrar impuestos y levantar milicias armadas. Este movimiento fue conocido como cantonalismo porque se formaron cantones (municipios autónomos) en Levante, Murcia y Andalucía. Entre ellos, destacaron el de Málaga, que pervivió hasta septiembre y, sobre todo, el de Cartagena. Este cantón resistió hasta enero de 1874. El cantonalismo, con alguna excepción, fue una revolución protagonizada por una clase media radicalizada con participación de trabajadores de las ciudades. 


En este contexto, y ante la negativa de sofocar el movimiento cantonalista mediante las armas, Pi y Margall presentó su dimisión en julio, siendo sustituido por Nicolás Salmerón. La República dio un giro hacia la derecha, apoyándose en el ejército, en especial en militares alfonsinos que habían luchado contra los carlistas, como los generales Pavía y Martínez Campos. Salmerón dimitió en septiembre por negarse a firmar dos penas de muerte.


Emilio Castelar fue nombrado presidente. Sus esfuerzos se centraron en aniquilar la revuelta cantonalista y en poner fin a la guerra carlista. Para ello pidió poderes especiales a las Cortes que le permitieron gobernar por decreto hasta enero de 1874. Recortó varios derechos, inició la persecución de los internacionalistas, declarando fuera de la ley a la Federación Regional Española, disolvió las milicias y regresó el modelo de quintas. En enero de 1874, los republicanos le obligaron a reabrir las Cortes. La sesión de las Cortes fue interrumpida por el general Manuel Pavía, que entró en el edificio con fuerzas de la Guardia Civil y las disolvió sin apenas resistencia.


El año 1874 fue un período de transición entre la I República y la Restauración de los Borbones en el trono durante el cual el poder pasó a manos del general Serrano, quien continuó con la línea autoritaria de Castelar. Formalmente continuaba existiendo un régimen republicano, pero sin Constitución en vigor ni convocatoria de Cortes. La Guerra de Cuba y la Tercera Guerra Carlista proseguían. El pronunciamiento del general Martínez Campos en Sagunto  (29 de diciembre de 1874), acabó con el Sexenio revolucionario e impuso la Restauración monárquica.

.

TEXTO N° 5

MANIFIESTO DE “ESPAÑA CON HONRA”.
	Españoles!: la ciudad de Cádiz, puesta en armas con toda su provincia, con la armada anclada en su puerto y todo el departamento marítimo de la Carraca, declara solemnemente que niega su obediencia al Gobierno que reside en Madrid, asegura que es leal intérprete de los ciudadanos (…) y resuelta a no deponer las armas hasta que la nación recobre su soberanía, manifieste su voluntad y se cumpla. Hollada (pisoteada) la ley fundamental, convertida siempre antes en celada (oculta) que en defensa del ciudadano; corrompido el sufragio por la amenaza y el soborno; dependiente la seguridad individual, no del derecho propio, sino de la irresponsable voluntad cualquiera de las autoridades, muerto el municipio, pasto la Administración y la Hacienda de la inmoralidad y del agio (del negocio), tiranizada la enseñanza, muda la prensa …¡Españoles!, ¿quién la aborrece tanto que se atreva a exclamar: “Así ha de ser siempre”? (…) (…) Queremos vivir la vida de la honra y de la libertad. Queremos que un Gobierno Provisional que represente todas las fuerzas vivas de su país asegure el orden, en tanto que el Sufragio Universal eche los cimientos de nuestra regeneración social y política. Contamos para realizarlo (…) con el concurso de todos los liberales, unánimes y compactos ante el común peligro; con el apoyo de las clases acomodadas, (…) con los ardientes partidarios de las libertades individuales, cuyas aspiraciones pondremos bajo el amparo de la ley; con el apoyo de los ministros del altar, interesados antes que nadie en cegar en su origen las fuentes del vicio y del ejemplo; con el pueblo todo y con la aprobación… Acudid a las armas no con la furia de la ira, siempre débil, sino con la solemne y poderosa serenidad con que la justicia empuña su espada. ¡Viva España con honra! Manifiesto de “España con Honra”. Cádiz 19 de septiembre de 1868. Generales Juan Topete, Dulce, Serrano, Rafael Primo de Rivera… 




